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Resumen: el objeto de este trabajo es analizar el principio de 
proporcionalidad como método interpretativo para justificar 
la legalidad de una restricción a un derecho fundamental. Pri-
mero, se exponen las condiciones (formales y materiales) que 
deben cumplirse para limitar un derecho; luego, se estudian 
los elementos que componen el test de proporcionalidad [fi-
nalidad, idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido 
estricto] y, finalmente, se aborda la forma en la que el Tribunal 
Constitucional de Guatemala aplica cada uno de esos elemen-
tos para resolver un caso concreto en el que entran en conflicto 
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el derecho de libertad de industria y de comercio frente al de-
recho al medio ambiente sano. 

Abstract: the purpose of this paper is to analyze the applica-
tion of the proportionality test as an interpretative method to 
justify the legality of a restriction on a fundamental right. First, 
the [formal and material] conditions that must be fulfilled to 
limit rights are presented. Then, the elements that make up the 
proportionality test [legitimate goal, suitability, necessity and 
proportionality (balancing)] are discussed, and finally, the way 
in which the Constitutional Court of Guatemala applies each 
of these elements to resolve a specific case in which the right 
to freedom of trade and commerce collide with the right to a 
healthy environment.
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I. Introducción

En la evolución histórica de la humanidad el ser humano logró 
alcanzar el reconocimiento constitucional de sus derechos. Sin 
embargo, dicho reconocimiento no fue suficiente para que es-
tos fueran respetados, por lo que se inició la búsqueda de otros 
mecanismos para garantizarlos. Fue así como se incorporaron 
a los ordenamientos jurídicos amplios catálogos de derechos 
fundamentales y la creación de Tribunales Constitucionales, 
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cuya función, entre otras, es la interpretación de los precep
tos constitucionales, por vía de distintos métodos como el prin-
cipio de proporcionalidad. En ese sentido, la proporcionalidad 
opera como un método interpretativo para establecer si una 
limitación a un derecho fundamental es válida o no, median-
te el análisis de la idoneidad y la necesidad de la medida res-
trictiva, así como la determinación del grado de afectación del 
derecho limitado, frente al grado de satisfacción del derecho 
contrapuesto. 

II. Restricción a los derechos humanos

Los derechos humanos hacen referencia al conjunto de liberta-
des, potestades y facultades que son inherentes o inseparables de  
la persona humana y que son imprescindibles para lograr su de-
sarrollo integral; además, poseen las características de ser univer-
sales, indivisibles, inalienables, irrenunciables, imprescriptibles, 
interdependientes unos de otros y progresivos, siendo el Estado 
el responsable de garantizar su libre ejercicio. No obstante, debe 
tenerse presente que no todos los derechos son absolutos, sino 
que estos pueden ser objeto de limitaciones con el fin de procu-
rar la realización del bien común. 

El artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos (CADH) establece que las restricciones al goce y ejercicio 
de los derechos fundamentales son permitidas “por razones de 
interés general y con el propósito para el cual han sido estable-
cidas”.  Asimismo, el artículo 32.2 dispone que los derechos de 
cada persona están limitados por “los derechos de los demás, por 
la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, 
en una sociedad democrática”. 

De esa cuenta, la Corte IDH ha señalado que la restricción a 
un derecho fundamental debe encontrase prevista en una ley, 
no ser discriminatoria, basarse en criterios razonables, atender 
a un propósito útil y oportuno que la torne necesaria para sa-
tisfacer un interés público imperativo y ser proporcional a ese 
objetivo; además que, cuando existen varias opciones para al-
canzar ese fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho 
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protegido y guarde mayor proporcionalidad con el propósito 
que se persigue.1 

De lo anterior, puede concluirse que las condiciones que deben 
cumplirse al restringir un derecho fundamental pueden ser de 
carácter formal o material: 2 

i)	 Condiciones formales: la principal condición formal que 
debe cumplir una restricción es la denominada “reserva 
de ley”, por virtud de la cual debe ser una “ley en sentido 
formal” la que determine la limitación del derecho o fije 
las bases para su establecimiento.3  En la opinión consultiva 
6/86, la Corte IDH precisó que la palabra “ley” significa una 
norma jurídica, emanada del órgano legislativo constitucio-
nal y democráticamente elegido, y elaborada según el pro-
cedimiento establecido para la formación de las leyes. Sin 
embargo, indica, lo anterior no implica que estén excluidas 
de este concepto las delegaciones legislativas, siempre y 
cuando estas estén autorizadas por la propia Constitución.4 
De esa cuenta, puede concluirse que, aunque la reserva le-
gal se refiere principalmente a “leyes formales” dictadas 
por el organismo legislativo, ello no excluye que el organis-
mo ejecutivo pueda dictar una restricción, basada en una 
habilitación legislativa, siempre y cuando la ley contenga el 
“diseño primario” relativo al contenido de la restricción.

Otra de las condiciones formales que debe concurrir para 
restringir un derecho fundamental es la “precisión de la regula-
ción”. 5 Esto quiere decir que la norma que limita un derecho de 

1	 Corte IDH. Caso Castañeda Gutman vs. México. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 6 de agosto de 2008. Serie C, 
núm. 184, párrs. 174-205.

2	 Casals Hernández, Jesús María, Los derechos fundamentales y sus restriccio-
nes, Bogotá, Editorial Temis, 2020. p.141.

3	 Ibidem, p. 142.
4	 Corte IDH. OC-6/86. La expresión “leyes” en el artículo 30 de la Conven-

ción Americana Sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva de 9 de 
mayo de 1986, solicitada por el Gobierno de la República Oriental del Uru-
guay. Serie A, núm. 6, párr. 36, https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/
seriea_06_esp.pdf

5	 Casals Hernández, Jesús María; Op.Cit., p. 148
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esa naturaleza debe ser lo suficientemente clara y comprensible, 
a efecto de que la persona a quien se dirige conozca con claridad 
cuál será la limitación pues, de lo contrario, atentaría contra el 
principio de seguridad jurídica. Esta precisión debe comprender, 
como mínimo, la explicación de la medida a tomar que afectará 
el derecho fundamental, la determinación de sus presupuestos  
y el señalamiento de la finalidad perseguida. 

ii)	 Condiciones materiales: en cuanto a los aspectos de fon-
do que debe cumplir una norma que restringe un de-
recho fundamental, se encuentra la observancia del 
principio de proporcionalidad, con sus tres elementos 
(idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido 
estricto), así como la intangibilidad del contenido esen-
cial del derecho,6 los que constituyen una herramienta 
útil para determinar la razonabilidad de las limitaciones 
impuestas a los derechos. 

III. Principio de Proporcionalidad

Miguel Carbonell explica que este principio es una técnica in-
terpretativa utilizada para definir, para cada caso en particular, 
cómo y hasta donde pueden limitarse los derechos. 

La Corte Constitucional de Colombia, en la sentencia 
C-720/077 señaló que la mayoría de los tribunales constitucio-
nales ha adoptado este principio para justificar una restricción a 
los derechos, siempre y cuando supere el test o juicio de propor-
cionalidad. Para el efecto, este juicio quedará superado cuando: 
1) tal restricción persiga un fin constitucionalmente legítimo; 2) 
constituya un medio idóneo para alcanzarlo; 3) sea necesaria, al 
no existir otro medio menos lesivo y que presente una eficacia si-
milar para alcanzar el fin propuesto, y 4) exista proporcionalidad 
entre los costos y los beneficios constitucionales que se obtienen 

6	 Casals Hernández, Jesús María; Op.Cit., Pág. 149
7	 Exp. Núm. C-720/07, Corte Constitucional de Colombia, Bogotá, 11 de 

diciembre de 20027, disponible en: www.corteconstitucional.gov.co/rela-
toria/2007/C-720-07.htm#:~:text=C-720-
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con la medida enjuiciada, es decir que se verifique si el beneficio 
que la restricción ofrece es menor o mayor, en comparación con 
el perjuicio que significa para el derecho afectado. 

Portocarrero afirma que para aplicar el principio de propor-
cionalidad se utiliza la ley de ponderación, mediante la aplicación 
de una fórmula que consiste en seguir tres pasos: i) determinar el 
grado de interferencia o afectación del primer principio analiza-
do (Pi); ii) definir la importancia de la satisfacción del segundo 
principio que se encuentra contrapuesto (Pj), y iii) establecer si 
el grado de satisfacción del principio que juega en contrario (Pj), 
justifica la afectación del primero (Pi). Ahora bien, para determi-
nar los pesos o grados en que un principio se ve afectado o cuán 
importante es satisfacer el principio contrapuesto, se forma una 
escala con los grados “leve“, “medio” y “grave”, a los que se les 
asignan los siguientes valores: leve: 20, medio: 21, y grave: 22.

Posteriormente se realiza una comparación (que en realidad 
es una división) con los valores que corresponden al grado de 
afectación del primer principio (Pi) y la importancia de satis-
facción del segundo principio (Pj), con base en la expresión ma-
temática, que en su forma más simple es: Gi,j = Ii ÷ Ij, en la que 
Ii representa la intensidad de interferencia, en tanto Ij designa 
la importancia de satisfacer el principio rival; ambas con base 
en la escala de grados antes mencionada. Señala Guibourg que, 
realizada la operación y, de acuerdo con las reglas de la fórmula, 
la afectación es desproporcionada cuando el resultado de la divi-
sión es mayor que 1.8

En conclusión, la fórmula del peso es un procedimiento que 
se utiliza para determinar el grado de afectación de un principio, 
en relación al grado de importancia de satisfacción de otro prin-
cipio que se encuentra contrapuesto, a la luz de las circunstancias 
propias del caso concreto. 

8	 Guibourg, Ricardo, Alexy y su fórmula del peso, Universidad de Buenos 
Aires, 2015, http://www.derecho.uba.ar/institucional/deinteres/2015-ro-
bert-alexy-guibourg-castellano.pdf
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IV. El principio de proporcionalidad en Guatemala:  
el derecho de industria y de comercio,  

frente al derecho al medio ambiente sano

Para comprender la aplicación del principio de proporcionalidad 
como método interpretativo para determinar la legalidad de una 
restricción a un derecho, se analizará un caso sometido a conoci-
miento de la Corte de Constitucionalidad de Guatemala, relativo 
a la limitación impuesta al derecho fundamental de libertad de 
industria y de comercio, que consiste en la prohibición al uso, 
venta y distribución de bolsas plásticas, duroport (poliestireno 
expandido), pajillas (popotes) y derivados en el municipio de 
San Pedro La Laguna, Sololá, frente al derecho al medio ambiente 
sano de los habitantes de esa localidad y del entorno natural en 
el que viven.

4.1. Antecedentes

El municipio de San Pedro La Laguna, se encuentra a orillas del 
lago Atitlán en el departamento de Sololá. Dicho recurso es la 
mayor fuente de agua potable en esa localidad y además cons-
tituye un medio de vida para sus habitantes, por ser fuente de 
alimento y de trabajo, ya que es un atractivo turístico de inigua-
lables condiciones y es considerado uno de los lagos más bellos 
del mundo.

En el 2016, el Concejo de esa localidad, emitió el Acuerdo 
Municipal 111-2016,9 por virtud del cual impuso una limitación 
al derecho de industria y de comercio, al prohibir “[…] el uso, 
venta y distribución de bolsas plásticas, duroport, pajillas [popo-
tes] y derivados en el municipio de San Pedro La Laguna, Sololá, 
a fin de minimizar los graves perjuicios que el exceso de este 
tipo de productos está generando en el ambiente y en el lago de 
Atitlán […]”. 

9	 Acuerdo 111-2016, https://leyes.infile.com/index.php?id=182&id_publica-
cion=74873 

201 | 

Principio de proporcionalidad en Guatemala: el derecho de…



El fundamento de la citada prohibición se centró en que la 
Constitución de la República declara de interés nacional la con-
servación, protección y mejoramiento del patrimonio natural de 
la nación y, en ese sentido, siendo el lago de Atitlán un activo 
ambiental de relevante importancia nacional y tomando en cuen-
ta que sufre una grave contaminación en sus aguas y su entorno, 
requiere de acciones inmediatas para su cuidado integral. Asi-
mismo, señaló que la población demanda reducir los niveles de 
contaminación generados por el uso de bolsas plásticas, duroport, 
pajillas y sus derivados, debido a que estos causan daños sobre 
los ecosistemas naturales del lago y sobre la calidad de vida de los 
vecinos, dado a que esos materiales contaminan “por cientos de 
años” las aguas, los suelos y la atmósfera. 

4.2. De la inconstitucionalidad de  
carácter general promovida

La Cámara de la Industria de Guatemala, planteó ante la Corte de 
Constitucionalidad una acción de inconstitucionalidad general 
contra el referido acuerdo municipal, con base en los siguientes 
fundamentos: i) el Concejo Municipal de San Pedro La Laguna 
no cuenta con facultades suficientes para restringir el derecho 
fundamental de industria y de comercio, pues debe ser por me-
dio de una ley, emitida por el Congreso de la República, que se 
establezca la prohibición aludida, de conformidad con el artículo 
43 del texto supremo, no así por virtud de un acuerdo municipal; 
ii) el Acuerdo objetado vulnera el principio de seguridad jurí-
dica, porque la inclusión del término “y derivados” determina 
una falta de certeza jurídica sobre los alcances y aplicación de la 
restricción, aunado a que ese término resulta incierto, pues no 
determina qué debe entenderse por productos derivados, y iii) se 
vulnera el derecho de industria y de comercio, pues los fabrican-
tes y comercializadores de los productos en cuestión se ven di-
rectamente afectados por la prohibición aludida, impidiéndoles 
ejercer plenamente ese derecho adicionalmente, indicó que exis-
ten otros mecanismos que pueden implementarse legítimamen-
te, tales como campañas de concientización y de proyectos que 
promuevan y faciliten el reciclaje, la construcción de plantas de 
tratamiento de aguas residuales, de proyectos para la generación 
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de energía eléctrica a partir de desechos sólidos, entre otras op-
ciones, no siendo necesario establecer prohibiciones totales de  
productos legítimos y de lícito comercio.

4.3. Análisis del cumplimiento de las  
condiciones formales de la restricción

Definidos los aspectos fácticos y jurídicos sobre los cuales se 
fundamentó la restricción al derecho de libertad de industria y 
comercio mediante la prohibición del uso de bolsas plásticas, du-
roport, pajillas y derivados, así como los argumentos en los que se 
basó la inconstitucionalidad, se procederá a evaluar la legalidad 
de la restricción, que quedó contenida en la sentencia emitida 
por la Corte de Constitucionalidad el 5 de octubre de 2017.10 

4.4. Reserva legal

Uno de los principales argumentos en los que se fundamentó la 
inconstitucionalidad del Acuerdo objetado fue la falta de compe-
tencia del Concejo Municipal para decretar la prohibición aludi-
da, ya según el artículo 43 de la Constitución, el derecho de in-
dustria y de comercio, únicamente puede limitarse por virtud de 
una “ley”; en otras palabras, se argumentó que no se cumplió con 
la principal condición formal que debe observarse al restringir 
un derecho fundamental denominada “reserva de ley”.

Al resolver dicho argumento, la Corte consideró que si bien 
la restricción impuesta no era producto de una ley emanada del 
Congreso de la República, sí era consecuencia directa de las fa-
cultades que la Constitución  de Guatemala, el Código Municipal, 
el Código de Salud y  la Ley de Protección y Mejoramiento del 
Medio Ambiente le asignan a las municipalidades, dentro de las 
cuales está la obligación de garantizar el derecho a un medio am-
biente sano; establecer las medidas pertinentes para mantener el 
equilibrio ecológico que prevenga la contaminación en sus  res-

10	 Corte de Constitucionalidad, Guatemala, exp. 5956-2016, 5 de octubre de 
2017, http://138.94.255.164/Sentencias/837104.5956-2016.pdf
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pectivos territorios, así como dictar las disposiciones que sean 
necesarias para el tratamiento y disposición de desechos.

De esa cuenta, la Corte desestimó el argumento referido, fun-
damentándose en que si bien, la restricción proviene de una nor-
ma administrativa, esta se encuentra habilitada por el legislador 
constituyente quien estableció en la ley suprema la obligación de 
las autoridades públicas de proteger el medio ambiente y propi-
ciar medios para la prevención de la contaminación y la preser-
vación del equilibrio ecológico. 

4.5. Precisión de la regulación

En el planteamiento, se cuestionó que el término “y derivados” 
determina una falta de certeza jurídica sobre los alcances y apli-
cación de la restricción, ya que no define qué debe entenderse 
por “derivados” de las bolsas plásticas, duroport y pajillas y tam-
poco se indica si se refiere a derivados de los tres productos o 
solo del último de estos.  

Al resolver, la Corte acogió el argumento, indicando que, 
efectivamente, la palabra “derivados” genera obscuridad y causa 
incertidumbre, pues dicho término no determina con precisión 
qué otros productos o materiales están prohibidos utilizar; ello 
porque la prohibición decretada se refiere a productos acabados y  
que fueron elaborados con “plástico o poliestireno expandido”  
y que no dan lugar a que se fabriquen otros bienes de ellos o que 
se añadan más productos. Por tal razón, se declaró inconstitucio-
nal el segmento “y derivados”.

4.6. Test de proporcionalidad

De los argumentos expuestos por la solicitante de la acción y del 
análisis del acuerdo municipal cuestionado, se advierte que existe 
un conflicto entre el derecho fundamental de industria y comercio 
(art. 43 de la Constitución Política de la República de Guatema-
la), frente al derecho humano al medio ambiente sano, consagrado 
en el artículo 97 del texto supremo. En virtud que dicho conflicto 
se da entre principios, procede dar solución al mismo utilizan-
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do el método interpretativo de la proporcionalidad, el cual tiene 
como finalidad comprobar si la disposición que establece la li-
mitación al ejercicio de un derecho fundamental está dotada de 
legitimidad constitucional. 

Para el efecto, se procederá a analizar cómo la Corte de Cons-
titucionalidad aplicó al caso concreto cada uno de los elementos 
que conforman test o examen de proporcionalidad, para luego 
determinar si la restricción fue legalmente decretada o no. 

Fin legítimo: se estableció que el fin de la medida restric-
tiva es la conservación, protección y mejoramiento del medio 
ambiente, así como garantizar el equilibrio ecológico del lago de 
Atitlán, que constituye una de las fuentes económicas principa-
les de los pobladores. Asimismo, se determinó que dicha medida 
pretende evitar que productos de “uso único, inútiles y no reusa-
bles”, sigan causando daños en el entorno natural del lago, ya que 
estos materiales causan contaminación por “cientos de años”.  
Para justificar la anterior aseveración, se citó un estudio efectua-
do por la organización Greenpeace que revela que las bolsas plás-
ticas tardan en descomponerse cerca de cincuenta y cinco años; 
otros productos como las botellas de plástico se degradan aproxi-
madamente en quinientos años y los vasos plásticos entre setenta 
y setenta y cinco años; por su parte, el duroport  “no se descom-
pone, no se degrada y no desaparece del medio ambiente”. De esa 
cuenta, el Tribunal Constitucional concluyó que el fin legítimo 
de la prohibición decretada está en la protección al medio am-
biente, la prevención de la contaminación y el mantenimiento 
del equilibrio ecológico que consagra el texto fundamental. 

Idoneidad: al efectuar el examen de idoneidad, se estableció 
que la restricción sí constituye un medio adecuado e idóneo para 
alcanzar el objetivo propuesto, el cual es reducir la contamina-
ción que generan los productos provenientes del plástico y el du-
roport  en el municipio de San Pedro La Laguna y especialmente 
en las aguas del lago de Atitlán. Esto es así porque la prohibición 
y reducción de dichos productos evita que estos sean vertidos 
en el lago, lo cual favorece el equilibrio ecológico en ese cuerpo 
de agua que, como se dijo, sirve a las personas que habitan a sus 
alrededores para alimentarse, regar las siembras y trabajar del 
turismo, manteniendo a la vez la limpieza y belleza del lugar. De 
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ahí que se estimó que la prohibición de esos productos es una 
medida directa y eficaz para evitar la destrucción que provocan 
en el ambiente, el agua potable y la salud de los vecinos, aunado 
a que prohibir dichos materiales constituye una tendencia a nivel 
mundial, que tiene su raíz en la protección al medio ambiente y, 
por ende, a la salud y a la vida de los seres humanos.

Necesidad: en el análisis de la necesidad, el fallo de la Cor-
te dispuso que no existen otras medidas alternativas igualmente 
eficaces para prevenir la contaminación en el municipio de San 
Pedro La Laguna. De hecho, se hizo relación a que en esa loca-
lidad se han implementado otras medidas para evitar la conta-
minación, por ejemplo, el tren de aseo que se encarga de hacer 
la recolección de los residuos sólidos, la implementación de una 
planta de tratamiento, campañas de limpieza subacuática, con-
cientización ambiental en establecimientos públicos y privados, 
así como un plan estratégico para la reducción de bolsas plásticas 
y eventos de reforestación. Sin embargo, dichas medidas alter-
nativas no son lo suficientemente efectivas para minimizar los 
perjuicios que generan los productos prohibidos en el medio am-
biente.

4.7. Análisis de proporcionalidad en sentido estricto

En este apartado se analizará cómo se realizó la ponderación 
entre el grado de afectación de la restricción, frente al grado de 
satisfacción del derecho que juega en contrario, utilizando las in-
tensidades leve, media y alta que propone Alexy. Luego, se de-
terminará cuál de los dos principios es el que tiene mayor peso 
utilizando la fórmula matemática, tomando en cuenta las circuns-
tancias del caso concreto, el grado de la afectación del derecho, 
frente a la importancia en la consecución del principio contrario, 
para concluir si la limitación impuesta es congruente y adecuada 
con el beneficio que representa el derecho opuesto. 

Si bien en este caso, la Corte de Constitucionalidad no pre-
cisó en su fallo la fórmula matemática para realizar el test, sí es-
tableció el grado o intensidad del principio afectado (Ii), siendo 
este el derecho de industria y de comercio, y el grado de satisfac-
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ción del principio afectante (Ij), siendo este es el derecho al medio 
ambiente sano. Para el efecto, el análisis se dividirá en dos partes, 
dependiendo del sujeto a quien afecta la restricción.

a.	 Afectación de la medida a las personas que utilizan los pro-
ductos prohibidos en su vida cotidiana y negocios. En cuanto 
a este aspecto, el fallo estableció que la restricción im-
puesta no limita a las personas a comprar y vender bienes 
de lícito comercio, sino que tiene por objeto modificar la 
forma en la que estos son empacados para su transpor-
te, buscando alternativas sostenibles y que causen menor 
impacto al medio ambiente que el uso de los productos 
prohibidos, tomando en cuenta que la degradación de 
estos materiales se prolonga por un tiempo mayor que, 
algunas veces, la expectativa de vida de las personas. De 
ahí que se consideró que el grado de intensidad de la afec-
tación al derecho de industria y de comercio (Ii) para las 
personas que utilizan los productos prohibidos es leve; es 
decir, con un valor en la escala de 20 = 1.

Por otra parte, se indicó que la prohibición de utilizar los pro-
ductos mencionados responde a un interés general y a la necesi-
dad de preservación del derecho a la salud y a la vida de las per-
sonas que habitan en los alrededores del Lago de Atitlán, razón 
por la cual, al evitar el uso de los productos que causan conta-
minación en el ambiente y ponen en riesgo la salud y vida de las 
personas, el grado de satisfacción del derecho al medio ambiente 
sano (Ij) es alto; es decir, con un valor en la escala de: 22 =4.

Por ello, al sustituir los valores antes señalados en la fórmula 
matemática (1÷ 4), nos da como resultado 1/4; es decir, menor 
que 1, razón por la cual se considera que la medida restrictiva 
adoptada satisface el principio de ponderación y, por ende, es 
constitucional. 

b.	 Afectación de la medida dirigida a los comerciantes que se 
dedican específicamente a la industria y a la venta de los 
productos prohibidos. Sobre este aspecto, se consideró que 
el Acuerdo en cuestión establece una limitación absoluta 
para quienes se dediquen al comercio e industria de pro-
ductos desechables, pues no podrán vender bolsas plásti-
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cas, pajillas ni productos elaborados con poliestireno ex-
pandido; de ahí que se estimó que el grado de intensidad 
de afectación con la medida restrictiva para quienes se 
dedican al comercio e industria de los productos prohibi-
dos es alto; es decir, con un valor en la escala de: 22 =4.

De igual forma, el grado de satisfacción del derecho a un me-
dio ambiente sano también es alto; es decir, con un valor en la 
escala de: 22 =4. Ello porque la medida incide directamente en 
evitar el exceso de aquellos productos y minimizar los perjui-
cios que provocar en el ambiente, específicamente en el lago de 
Atitlán, como cuerpo de agua del que depende la población para 
mantener su alimentación, acceso a agua potable y como fuente 
de trabajo.

De esa cuenta, al medir la afectación y satisfacción de la liber-
tad de industria y de comercio, frente al derecho a un medio am-
biente sano, se establece que para ambos la intensidad es alta (4÷ 
4), lo que da como resultado 1, existiendo un equilibrio (empate) 
entre los dos derechos.  Por ello, la Corte dispuso que, para deter-
minar si la medida era proporcional o no para los comerciantes 
que se dedican a la industria y venta de los productos prohibidos, 
debía recurrirse a los intereses que son beneficiados o perjudica-
dos con la implementación de la medida restrictiva. 

Para ese efecto, la Corte evocó el contenido del artículo 44 
constitucional que establece en su último párrafo que “el interés 
social prevalece sobre el interés particular”; asimismo precisó 
que el bien común es el elemento teleológico del Estado, lo que 
conlleva a establecer la obligación de apegar el marco jurídico 
guatemalteco a este fin; es decir, buscar el beneficio de la pobla-
ción en general y proteger esencialmente a la persona humana y 
la familia. En ese orden de ideas, señaló que el artículo 43 cons-
titucional, establece como límites de la libertad de industria y de 
comercio, los motivos sociales y el interés nacional, lo que com-
prende el bien común, por lo que debe prevalecer la protección 
a los derechos fundamentales de la mayor parte de personas. Por 
ello, al realizase la ponderación entre los derechos en conflicto 
con base en ese principio interpretativo [bien común], se esta-
bleció que el beneficio que se produce con la protección al medio 
ambiente en la forma en que se encuentra establecida la norma 
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objetada, es mayor que la limitación al derecho de industria y de 
comercio, tomando en cuenta que el primero constituye un dere-
cho sintético, ya que su tutela comprende también la protección 
a la vida y a la salud, persiguiéndose un nivel de vida adecuado 
para las personas. 

Por ende, la Corte de Constitucionalidad declaró que la me-
dida pretendida por la Municipalidad de San Pedro La Laguna es 
constitucional y declaró sin lugar el planteamiento. Ahora bien, 
en lo que respecta a la palabra “y derivados” del Acuerdo obje-
tado esta fue declarada inconstitucional y expulsada del ordena-
miento jurídico.  

4.8. Otros aspectos interesantes del fallo

La Corte de Constitucionalidad no se limitó únicamente a decla-
rar la constitucionalidad de la restricción, sino también, formuló 
una reserva interpretativa en el sentido que la restricción esta-
blecida no debe comprender los productos en los que es vital uti-
lizar empaques de plástico y otros materiales similares para pre-
servar su contenido y así tener las condiciones necesarias para 
poder comercializarse y distribuirse al público, según normas de 
calidad. Además de lo anterior, formuló exhortativa al organismo 
ejecutivo, para que diseñe y ponga en funcionamiento progra-
mas que promuevan la producción y consumo sostenible a nivel  
nacional, a efecto de concientizar a la población en cuanto al uso 
racional de los recursos naturales y de los productos que pro-
vocan contaminación, como también medidas para minimizar 
el consumo y producción de ellos. De igual manera, exhortó al 
Congreso de la República de Guatemala para que, en su función 
legislativa, promueva la creación de leyes ordinarias que regule 
el consumo, distribución y producción de materiales no reuti-
lizables que causan contaminación en el medio ambiente para 
minimizar los efectos nocivos en la salud de las personas a nivel 
nacional, de conformidad con los estándares internacionales en 
los temas de medio ambiente y derechos humanos. 
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V. Conclusión

Del fallo emitido por la Corte de Constitucionalidad de Guate-
mala, se extraen elementos importantes sobre el principio de 
proporcionalidad como método interpretativo para determinar 
la validez de una limitación a un derecho fundamental; asimis-
mo, sirve de parámetro para resolver conflictos de esa naturale-
za, pues explica paso a paso y con detenimiento en qué consiste 
y cómo debe efectuarse el análisis de cada uno de los elementos 
que conforman el test de proporcionalidad. 

En lo que se refiere al análisis del test en sí, el Tribunal con-
cluyó que la medida restrictiva sobre la prohibición de utilizar y 
comercializar productos fabricados con “plástico o poliestireno 
expandido” era idónea y adecuada para el fin perseguido; que 
no existían  otros métodos alternativos igualmente eficaces para 
cumplir con esa finalidad; así como que, entre los dos principios 
en conflicto, el grado de satisfacción del derecho a un medio am-
biente sano era más alto que el grado de afectación del derecho 
de industria y de comercio, por lo que la medida restrictiva adop-
tada era más beneficiosa para la colectividad.

Por otra parte, si bien la Corte no realizó análisis expreso so-
bre si se afectaba o no el contenido esencial del derecho objeto 
de restricción, sí lo hizo tácitamente al precisar que la medida 
adoptada no limitaba a las personas a comprar y vender bienes 
de lícito comercio (contenido esencial), sino que tenía por objeto 
modificar la forma en la que estos son empacados para su trans-
porte, buscando alternativas sostenibles y que causen menor im-
pacto al medio ambiente que el uso de los productos prohibidos.

En suma, puede concluirse que en la sentencia emitida se 
abordaron los aspectos fundamentales del principio de propor-
cionalidad, tales como que la limitación debe estar prevista en 
una ley, que debe atender a un propósito útil en razón del bien 
común e interés general, que la medida debe ser proporcional al 
objetivo que se pretenda alcanzar y que no existan otras opcio-
nes menos gravosas para alcanzar ese fin. 
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